
 

 

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 52, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 

PRESENTADA POR EL DIPUTADO MARCOS AGUILAR VEGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMSIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 31 DE JULIO DE 2013 

El que suscribe, Marcos Aguilar Vega, con carácter de diputado federal de la LXII 

Legislatura en la Cámara de Diputados e integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 55, fracción II del Reglamento 

para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a 

consideración de esta Cámara de Diputados, la presente iniciativa con proyecto de decreto 

que reforma el artículo 52, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, de conformidad 

con la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Se propone reformar el antepenúltimo párrafo artículo 52 del Código Fiscal de la 

Federación así como adicionarle un inciso d) con un primer y segundo párrafos al mismo 

texto que en la actualidad reza (columna izquierda) y que como resultado de la presente 

propuesta se pretende sea del tenor literal siguiente (columna derecha), como se muestra en 

la siguiente tabla comparativa: 

Texto Vigente 

Artículo 52. Se presumirán ciertos, salvo prueba en contrario, los hechos afirmados: en 

los dictámenes formulados por contadores públicos sobre los estados financieros de los 

contribuyentes o las operaciones de enajenación de acciones que realice; en la 

declaratoria formulada con motivo de la devolución de saldos a favor del impuesto al 

valor agregado; en cualquier otro dictamen que tenga repercusión fiscal formulado por 

contador público o relación con el cumplimiento de las disposiciones fiscales; o bien en 

las aclaraciones que dichos contadores formulen respecto de sus dictámenes, siempre que 

se reúnan los siguientes requisitos: 

I. a III. ... 

IV. Que el dictamen se presente a través de los medios electrónicos de conformidad con 

las reglas de carácter general que al efecto emita el Servicio de Administración 

Tributaria. 

Las opiniones o interpretaciones contenidas en los dictámenes, no obligan a las 

autoridades fiscales. La revisión de los dictámenes y demás documentos relativos a los 

mismos se podrá efectuar en forma previa o simultánea al ejercicio de las otras facultades 

de comprobación respecto de los contribuyentes o responsables solidarios. 



Cuando el contador público registrado no dé cumplimiento a las disposiciones referidas 

en este artículo, en el Reglamento de este Código o en reglas de carácter general que 

emita el Servicio de Administración Tributaria o no aplique las normas o procedimientos 

de auditoría, la autoridad fiscal, previa audiencia, exhortará o amonestará al contador 

público registrado o suspenderá hasta por dos años los efectos de su registro, conforme a 

lo establecido en este Código y su Reglamento. Si hubiera reincidencia o el contador 

hubiere participado en la comisión de un delito de carácter fiscal o no exhiba, a 

requerimiento de autoridad, los papeles de trabajo que elaboró con motivo de la auditoría 

practicada a los estados financieros del contribuyente para efectos fiscales, se procederá 

a la cancelación definitiva de dicho registro.En estos casos se dará inmediatamente 

aviso por escrito al colegio profesional y, en su caso, a la Federación de Colegios 

Profesionales a que pertenezca el contador público en cuestión ; para llevar a cabo las 

facultades a que se refiere este párrafo, el Servicio de Administración Tributaria deberá 

observar el siguiente procedimiento: 

a)Determinada la irregularidad, ésta será notificada al contador público registrado en un 

plazo que no excederá de seis meses contados a partir de la terminación de la revisión del 

dictamen, a efecto de que en un plazo de quince días siguientes a que surta efectos dicha 

notificación manifieste por escrito lo que a su derecho convenga, y ofrezca y exhiba las 

pruebas que considere pertinentes. 

La autoridad fiscal admitirá toda clase de pruebas, excepto la testimonial y la de 

confesión de las autoridades mediante absolución de posiciones. Las pruebas se 

valorarán en los términos del artículo 130 de este Código. 

b) Agotado el periodo probatorio a que se refiere la fracción anterior, con vista en los 

elementos que obren en el expediente, la autoridad fiscal emitirá la resolución que 

proceda. 

c) La resolución del procedimiento se notificará en un plazo que no excederá de doce 

meses, contado a partir del día siguiente a aquél en que se agote el plazo señalado en la 

fracción I que antecede. 

... 

... 

Texto Propuesto 

Artículo 52. Se presumirán ciertos, salvo prueba en contrario, los hechos afirmados: en 

los dictámenes formulados por contadores públicos sobre los estados financieros de los 

contribuyentes o las operaciones de enajenación de acciones que realice; en la 

declaratoria formulada con motivo de la devolución de saldos a favor del impuesto al 

valor agregado; en cualquier otro dictamen que tenga repercusión fiscal formulado por 

contador público o relación con el cumplimiento de las disposiciones fiscales; o bien en 

las aclaraciones que dichos contadores formulen respecto de sus dictámenes, siempre que 

se reúnan los siguientes requisitos: 



I. a III. ... 

IV. Que el dictamen se presente a través de los medios electrónicos de conformidad con 

las reglas de carácter general que al efecto emita el Servicio de Administración 

Tributaria. 

Las opiniones o interpretaciones contenidas en los dictámenes, no obligan a las 

autoridades fiscales. La revisión de los dictámenes y demás documentos relativos a los 

mismos se podrá efectuar en forma previa o simultánea al ejercicio de las otras facultades 

de comprobación respecto de los contribuyentes o responsables solidarios. 

Cuando el contador público registrado no dé cumplimiento a las disposiciones referidas 

en este artículo, en el Reglamento de este Código o en reglas de carácter general que 

emita el Servicio de Administración Tributaria o no aplique las normas o procedimientos 

de auditoría, la autoridad fiscal, previa audiencia, exhortará o amonestará al contador 

público registrado o suspenderá hasta por dos años los efectos de su registro, conforme a 

lo establecido en este Código y su Reglamento. Si hubiera reincidencia o el contador 

hubiere participado en la comisión de un delito de carácter fiscal o no exhiba, a 

requerimiento de autoridad, los papeles de trabajo que elaboró con motivo de la auditoría 

practicada a los estados financieros del contribuyente para efectos fiscales, se procederá 

a la cancelación definitiva de dicho registro. Para llevar a cabo las facultades a que se 

refiere este párrafo, el Servicio de Administración Tributaria deberá observar el siguiente 

procedimiento: 

a) a c) ... 

d) La resolución que imponga al Contador Público como sanción un exhorto, 

amonestación o suspensión, comenzará a cumplirse hasta que venza el plazo de 

cuarenta y cinco días siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación. Si a 

más tardar al vencimiento del citado plazo se acredita la impugnación que se 

hubiere intentado, se suspenderán los efectos de la resolución hasta en tanto no 

exista sentencia firme. 

En estos casos se dará aviso por escrito al colegio profesional y, en su caso, a la 

Federación de Colegios Profesionales a que pertenezca el contador público en 

cuestión hasta que haya causado estado la sentencia firme. 

... 

... 

Se considera que el actual texto del antepenúltimo párrafo en conjunción con los incisos a), 

b) y c) del artículo 52 del Código Fiscal de la Federación que en conjunto contienen la 

facultad de las autoridades fiscales para sancionar al Contador Público por la comisión de 

irregularidades en la práctica profesional, así como el procedimiento que habrá de llevarse a 

cabo para imponer la sanción administrativa, transgreden el Derecho Humano contenido en 



el artículo 20 inciso B fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, que en la que nos ocupa establece: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 

publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

... 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante 

sentencia emitida por el juez de la causa; 

Lo anterior se advierte de la lectura conjunta del citado párrafo e incisos, en razón de que 

de su integración se colige que la sanción impuesta al Contador Público habrá de purgarse 

por este último de manera inmediata, lo cual como se señaló párrafos arriba compromete el 

derecho humano contenido en la fracción I del inciso B del artículo 20 de nuestra Carta 

Magna, esto es el principio de presunción de inocencia, lo que se traduce en una violación a 

los principios de certeza y seguridad jurídica que tutelan los artículos 14, 16 y 22 

Constitucionales, en atención directa con los artículos 5 y 9 de la Declaración de los 

Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, y los diversos 8 numeral 2 y 25 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos. 

Sirva de apoyo a efectos de conocer el alance del Principio de Presunción de Inocencia el 

análisis jurídico que realizó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, mismo que fue plasmado en la tesis 2a. XXXV/2007 que es del tenor literal 

siguiente: 

Época: Novena Época 

Registro: 172433 

Instancia: SEGUNDA SALA 

Tipo Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Localización: Tomo XXV, Mayo de 2007 

Materia(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 2a. XXXV/2007 

Pág. 1186 



PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO 

CONSTITUCIONAL. El principio de presunción de inocencia que en materia procesal 

penal impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al acusador, es un derecho 

fundamental que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y 

garantiza en general, cuyo alcance trasciende la órbita del debido proceso, pues con su 

aplicación se garantiza la protección de otros derechos fundamentales como son la 

dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar vulnerados 

por actuaciones penales o disciplinarias irregulares. En consecuencia, este principio 

opera también en las situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la 

consideración y el trato de “no autor o no partícipe” en un hecho de carácter delictivo o 

en otro tipo de infracciones mientras no se demuestre la culpabilidad; por ende, otorga el 

derecho a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos 

vinculados a tales hechos, en cualquier materia.SEGUNDA SALAAmparo en revisión 

89/2007. 21 de marzo de 2007. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 

Secretario: Marat Paredes Montiel. 

En razón de lo anterior es que se recurre a este Honorable Congreso de la Unión para 

denunciar la inconstitucionalidad de los numerales que se citan, inconstitucionalidad que 

radica de forma medular en la inmediatez con la que surte sus efectos la sanción, es decir se 

comienza a purgar la pena de forma instantánea y continua hasta agotarse el plazo 

ordenado, sin que para ello se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 

conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

Lo anterior sin duda trastoca la presunción de inocencia, en defecto de que de manera 

arbitraria se purgará la pena que se me impuso, sin que exista una sentencia o una 

resolución que confirme o revoque la presunta culpabilidad en la comisión de las conductas 

punibles. 

Así las cosas resulta inconstitucional la aplicación conjunta del antepenúltimo párrafo del 

artículo 52 y sus incisos, en el sentido de que los efectos de las sanciones impuestas sean de 

ejecución instantánea o inmediata, teniendo que tolerar el gobernado la aplicación de la 

sanción o la pena sin que exista de por medio un procedimiento seguido en forma de juicio 

y/o resolución que confirme, revoque o modifique el contenido y efectos del acto de 

autoridad, violentando las garantías previstas en el artículo 14, 16 y 20 inciso B fracción I 

de la Carta Magna, así como los previstos en los artículos 5 y 9 de la Declaración de los 

Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, y los diversos 8 numeral 2 y 25 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos. 

Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 

Artículo 5. La Ley no puede prohibir más que las acciones dañosas para la sociedad, todo 

lo que no es prohibido por la Ley no puede ser impedido, y nadie puede ser obligado a 

hacer lo que ésta no ordena. 

... 



Artículo 9. Toda persona, siendo presumida inocente hasta que sea declarada culpable, si 

se juzga indispensable su detención, la ley debe reprimir severamente todo rigor que no 

sea necesario para el aseguramiento de su persona. 

CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 

PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS 

CAPITULO II - DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 

Artículo 8. Garantías Judiciales 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 

o de cualquier otro carácter. 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona 

tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

... 

Artículo 25. Protección Judicial 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen 

sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 

Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio 

de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado 

decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que 

se haya estimado procedente el recurso. 

Por otro lado, el multicitado antepenúltimo párrafo del artículo 52, violenta el perjuicio el 

derecho humano contenido en la fracción I del inciso B del artículo 20 de nuestra Carta 

Magna, pues transgrede el principio de presunción de inocencia al ordenar que se le de 

publicidad a la sanción que se impone, al señalar de forma expresa que “En estos casos se 



dará inmediatamente aviso por escrito al colegio profesional y, en su caso, a la Federación 

de Colegios Profesionales a que pertenezca el contador público en cuestión.” 

Circunstancia que violenta la presunción de inocencia en el sentido más amplio, pues como 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la ha definido en la tesis 2a. 

XXXV/2007 su alcance trasciende la órbita del debido proceso, pues con su aplicación se 

garantiza la protección de otros derechos fundamentales como son la dignidad humana, la 

libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones 

penales o disciplinarias irregulares, tal como la que ahora se tilda de inconstitucional. 

Por lo cual es que se recurre a este honorable Congreso de la Unión para denunciar la 

inconstitucionalidad de los numerales que se citan, inconstitucionalidad que radica en la 

publicidad inmediata que ordena la norma jurídica que se le dé a la pena impuesta, es decir, 

estará en entre dicho la dignidad, probidad profesional y buen nombre ante la sociedad en la 

cual se desenvuelve el ciudadano, sin que para ello se cumplan las formalidades esenciales 

del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

En conclusión, el hecho de que la disposición jurídica ordene que la pena se debe purgar de 

forma instantánea y continua, sin considerar siquiera para ello que dicho acto de 

autoridad debe ser firme, –ya sea: i) porque transcurrieron los 45 días hábiles que la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece para la interposición del 

Juicio de Nulidad en vía Ordinaria sin que se haya recurrido el oficio sancionador o ii) 

porque habiéndose ejercido el derecho de acceso a la justicia y tras haber agotado los 

recursos e instancias procesales se emitió una sentencia definitiva donde se confirma la 

legalidad de la sanción–, violenta el principio de presunción de inocencia así como la 

garantía de seguridad y certeza jurídica que contemplan los artículos 14, 16 y 20 

Constitucionales, pues se le aplica al gobernado una medida disciplinaria, a pesar incluso, 

que de conformidad con el primer párrafo del artículo 52 del Código Fiscal, el Contador 

Público Registrado tiene la presunción de que ejerció su función atendiendo, entre otros, a 

los principios de honradez e imparcialidad, así como que ha cumplido con los requisitos 

previstos en los ordenamientos relativos para ser autorizado en su registro, lo que se traduce 

en que se le considere como persona responsable, honorable y competente que ha prestado 

sus servicios profesionales con eficiencia y probidad en la elaboración de los dictámenes de 

estados financieros para efectos fiscales, de enajenaciones de acciones y declaratorias 

formuladas con motivo de la devolución de saldos a favor del impuesto al valor agregado. 

De igual forma, la reforma jurídica propuesta pretende que la autoridad se abstenga de dar 

aviso por escrito al colegio profesional y, en su caso, a la Federación de Colegios 

Profesionales a la que pertenece el Contador Público Registrado, sino hasta que exista de 

por medio un procedimiento seguido en forma de juicio y/o resolución que confirme, 

revoque o modifique el contenido y efectos del acto de autoridad que impone la sanción. 

Sirva por identidad las siguientes tesis, para soportar la reforma propuesta: 

Época: Novena Época 

Registro: 162693 



Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 

DEL SEXTO CIRCUITO 

Tipo Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Localización: Tomo XXXIII, Febrero de 2011 

Materia(s): Común 

Tesis: VI.1o.A.312 A 

Pág. 2406 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. ES PROCEDENTE CONTRA 

LA SUSPENSIÓN TEMPORAL DEL REGISTRO DEL CONTADOR PÚBLICO 

PARA DICTAMINAR ESTADOS FINANCIEROS PARA EFECTOS FISCALES, 

DERIVADA DE UNA OMISIÓN O ERROR AL REALIZAR UN ASIENTO 

CONTABLE EN EL PROCEDIMIENTO DE AUDITORÍA. Ante la suspensión del 

registro del contador público registrado para dictaminar estados financieros de los 

contribuyentes, en términos del artículo 52 del Código Fiscal de la Federación, que tiene 

como presupuesto una omisión o error al realizar un asiento contable en el procedimiento 

de auditoría, y no la diversa hipótesis relativa a la comisión de un delito de carácter 

fiscal, procede la suspensión provisional, al darse los requisitos previstos por el artículo 

124 de la Ley de Amparo, por solicitarse por el quejoso, sin que se afecte el interés social 

ni se contravengan disposiciones de orden público, y porque de lo contrario se causarían 

al impetrante daños y perjuicios de difícil reparación. Lo anterior, pues la concesión de la 

medida cautelar no impide que la actuación del impetrante siga sujeta a la revisión que, 

en su caso, realice la autoridad sobre los dictámenes que éste emita, al ejercer las 

facultades de comprobación establecidas en el artículo 42 del Código Fiscal de la 

Federación, y porque dada la naturaleza de las funciones del contador público registrado, 

la suspensión de su registro ocasiona que no culmine sus obligaciones respecto de 

dictámenes ya presentados, y limita la posibilidad de presentar nuevos mientras se 

ejecuta la suspensión de su registro, no obstante que se le concediera el amparo, al haber 

transcurrido los plazos legales relativos. 

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Enero de 2010; Pág. 2237 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA 

RESPECTO DEL AVISO A QUE SE REFIERE LA FRACCIÓN II DEL 

ARTÍCULO 58 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005). En el supuesto de que la 

autoridad hacendaria determine suspender el registro de un contador público autorizado 

para dictaminar estados financieros de los contribuyentes, por disposición expresa de la 

fracción II del artículo 58 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación vigente en 



dos mil cinco, debe dar aviso por escrito al colegio profesional y, en su caso, a la 

federación de colegios profesionales a que pertenezca dicho contador. En un caso así, se 

satisfacen los requisitos previstos en el artículo 124 de la Ley de Amparo para conceder 

la suspensión provisional, por ser solicitada por el quejoso, sin que se afecte el interés 

social ni se contravengan disposiciones de orden público, al limitarse a evitar darle 

publicidad a la suspensión del registro para efectos fiscales, pero con la subsistencia de 

las restantes consecuencias de la sanción impuesta, pues de lo contrario se causarían al 

impetrante daños y perjuicios de difícil reparación con la ejecución de lo dispuesto en la 

norma aludida, consistente en dar el o los avisos en la forma antes indicada, cuando la 

determinación emitida se encuentra sub júdice, cuya constitucionalidad o 

inconstitucionalidad es el fondo del juicio de amparo y, por ello, sin gozar de firmeza ya 

demeritaría el expediente del quejoso en el colegio profesional y, en su caso, en la 

federación de colegios profesionales a los que pertenezca, con el desprestigio que de 

suyo ello acarrearía y que, aun de concederse la protección federal en el expediente 

principal, difícilmente se podrían retrotraer las consecuencias negativas que para su 

desempeño profesional se le habrían generado; todo lo cual evidencia lo procedente de 

conceder la suspensión provisional así solicitada. 

Por los motivos antes expuestos y fundados, me permito someter a la consideración de ésta 

H. Cámara de Diputados la siguiente iniciativa de: 

Decreto 

Único. Se reforma el artículo 52, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, en los 

siguientes términos: 

Artículo 52. Se presumirán ciertos, salvo prueba en contrario, los hechos afirmados: en los 

dictámenes formulados por contadores públicos sobre los estados financieros de los 

contribuyentes o las operaciones de enajenación de acciones que realice; en la declaratoria 

formulada con motivo de la devolución de saldos a favor del impuesto al valor agregado; en 

cualquier otro dictamen que tenga repercusión fiscal formulado por contador público o 

relación con el cumplimiento de las disposiciones fiscales; o bien en las aclaraciones que 

dichos contadores formulen respecto de sus dictámenes, siempre que se reúnan los 

siguientes requisitos: 

I. a III. ... 

IV. Que el dictamen se presente a través de los medios electrónicos de conformidad con 

las reglas de carácter general que al efecto emita el Servicio de Administración 

Tributaria. 

Las opiniones o interpretaciones contenidas en los dictámenes, no obligan a las 

autoridades fiscales. La revisión de los dictámenes y demás documentos relativos a los 

mismos se podrá efectuar en forma previa o simultánea al ejercicio de las otras facultades 

de comprobación respecto de los contribuyentes o responsables solidarios. 



Cuando el contador público registrado no dé cumplimiento a las disposiciones referidas 

en este artículo, en el Reglamento de este Código o en reglas de carácter general que 

emita el Servicio de Administración Tributaria o no aplique las normas o procedimientos 

de auditoría, la autoridad fiscal, previa audiencia, exhortará o amonestará al contador 

público registrado o suspenderá hasta por dos años los efectos de su registro, conforme a 

lo establecido en este Código y su Reglamento. Si hubiera reincidencia o el contador 

hubiere participado en la comisión de un delito de carácter fiscal o no exhiba, a 

requerimiento de autoridad, los papeles de trabajo que elaboró con motivo de la auditoría 

practicada a los estados financieros del contribuyente para efectos fiscales, se procederá 

a la cancelación definitiva de dicho registro. Para llevar a cabo las facultades a que se 

refiere este párrafo, el Servicio de Administración Tributaria deberá observar el siguiente 

procedimiento: 

a) a c) ... 

d) La resolución que imponga al Contador Público como sanción un exhorto, 

amonestación o suspensión, comenzará a cumplirse hasta que venza el plazo de 

cuarenta y cinco días siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación. Si a 

más tardar al vencimiento del citado plazo se acredita la impugnación que se 

hubiere intentado, se suspenderán los efectos de la resolución hasta en tanto no 

exista sentencia firme. 

En estos casos se dará aviso por escrito al colegio profesional y, en su caso, a la 

Federación de Colegios Profesionales a que pertenezca el contador público en 

cuestión hasta que haya causado estado la sentencia firme. 

... 

... 

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

Recinto Legislativo de San Lázaro, México, DF, a 31 de julio de 2013. 

Diputado Marcos Aguilar Vega (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Julio 31 de 2013.) 

 

 

 


